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ASUNTO


Siendo las nueve y treinta de la mañana (09:30 a.m.) de esta fecha, se da inicio a la audiencia por los magistrados integrantes de la Sala de Decisión Laboral de este Tribunal para resolver sobre la apelación concedida por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Pereira, respecto de la sentencia de 27 de febrero de 2009 [fls. 249 y s.s.], en el proceso ordinario laboral promovido por MARÍA ESMIR RIASCO AGUDELO contra el INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES. 

Previamente se revisó, discutió y aprobó el proyecto elaborado por el Magistrado ponente que corresponde a la siguiente,

S E N T E N C I A:

I. LA DEMANDA 
1. Pretensiones.


Aspira la accionante, por medio de procurador judicial, que se declare la existencia de sucesivos contratos de trabajo entre ella y el Instituto demandado, que se ejecutaron entre el 06 de mayo de 1996 y el 31 de octubre de 2007; que, en razón de ello, la demandada debe pagarle todos los derechos laborales consagrados en la ley y en la Convención Colectiva de Trabajo, debidamente indexadas como son: cesantías e intereses a las mismas; la diferencia del salario devengado por un empleado de planta con las mismas funciones y los incrementos previstos en los artículos 39 y subsiguientes de la Convención Colectiva de Trabajo; la sanción por no consignación de cesantías ni su pago definitivo; indemnización por el no pago de intereses a las cesantías; primas de servicios; vacaciones; prima de vacaciones; auxilio de transporte y alimentación; a pagar lo que la actora pagó al Sistema de Seguridad Social; demás salarios y prestaciones que se le reconozcan a un empleado de planta; reembolso de retención en la fuente, prima técnica y de antigüedad; la indemnización moratoria prevista en el artículo 65; lo que corresponda por horas extras diurnas y nocturnas, dominicales y festivos; indemnización por despido injusto y costas procesales.

2. Hechos Relevantes

Los hechos con relevancia jurídica sobre los cuales la parte actora apoya las anteriores pretensiones se contraen en lo siguiente:



La señorita María Esmir Riasco Agudelo prestó sus servicios personales, bajo la continuada dependencia y subordinación de la entidad demandada, como Técnico Administrativo y/o Asistente de Prestaciones Económicas en el Departamento de Pensiones del ISS, Seccional Risaralda, desde el día 06 de mayo de 1996 y hasta el 31 de octubre de 2007, sin solución de continuidad, en ejecución de supuestos contratos de prestación de servicios, que en realidad constituían verdaderos contratos de trabajo, sus jefes inmediatos fueron los doctores Diego Alberto Jiménez Otálvaro, Ana María Sarmiento y María Gregoria Vásquez, de quienes cumplía órdenes, rendía informes y realizaba todas las funciones propias de su cargo; el horario habitual desempeñado era de 8:00 a.m. a 12 m. y de 2 a 6:00 p.m., de lunes a viernes, el cual fue impuesto por la demandada, al igual que cada una de las actividades y funciones a realizar; los aportes a la seguridad social en salud, pensiones y riesgos profesionales, fueron asumidos en su integridad por la demandante; el salario promedio devengado por la demandante en el año 2007 fue de $1.141.784 mensuales, suma de la que se descontaba la retención en la fuente. Ni durante la relación laboral ni a su terminación, le cancelaron lo pretendido. A 31 de diciembre de cada año laborado, el empleador desconoció la obligación de disponer la liquidación de las cesantías y su traslado oportuno al fondo administrador. La actora es beneficiaria de la Convención Colectiva del Trabajos suscrita entre el Instituto de Seguros Sociales y el sindicato de trabajadores del mismo. El 22 de enero de 2.008 [fls. 99 y s.s.] presentó reclamación ante el Instituto de Seguros Sociales, recibiendo respuesta negativa [fls. 102 y s.s.] el 22 de febrero del mismo año.

II. CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA y EXCEPCIONES PERENTORIAS

El instituto demandado dentro del término legal otorgado para el efecto, dio respuesta por medio de apoderado legalmente constituido [fls. 186 y s.s.], aceptando únicamente que la actora asumió los pagos de seguridad social y que se dio respuesta negativa a la reclamación administrativa, negó todo lo demás o sostuvo no constarle. Se opuso a las pretensiones y excepcionó, “Inexistencia de la obligación demandada”, “Prescripción”, “Cobro de lo no debido”, “Justificación de la contratación en las necesidades del servicio”, “Buena fe exoneración de sanción moratoria”, “Terminación del contrato por vencimiento de plazo” y “Genéricas”. Fundamentó su defensa en la real existencia de contratos de prestación de servicios gobernados por la Ley 80 de 1993.
III.  LA SENTENCIA APELADA


Mediante decisión de fondo proferida el 27 de febrero de 2009, la funcionaria de primer grado declaró la existencia de un contrato laboral que se suscito entre el 08 de noviembre de 1996 y hasta el 31 de octubre de 2007, entre la señora María Esmir Riasco y el Instituto de Seguros Sociales, y consecuente con ello, condenó a la entidad demanda a cancelar unas sumas de dinero derivadas de ese contrato; la indemnización moratoria, reembolso de los valores cancelados por concepto de seguridad social, negó las demás pretensiones y condenó en costas a la demandada en un 70%.

Para arribar a la anterior decisión expresó que la vinculación de la demandante no gozó de autonomía o independencia para el ejercicio de sus funciones y estaba sujeta a horarios señalados por la entidad, en relación a los múltiples contratos señaló que entre cada uno de ellos no hubo solución de continuidad por lo que se trató de un único contrato de trabajo con vigencia del 06 de mayo de 1996 al 31 de octubre de 2007; que la demandante ostentaba la calidad de trabajadora oficial porque prestaba sus servicios a una E.I.C.E como lo es el ISS y le era aplicable la Convención Colectiva. No accedió a la nivelación salarial por estar prescrito el derecho; al pago de trabajo en días dominicales y festivos porque no se allegó prueba que así lo demuestre, a la prima técnica porque es sólo para profesionales y la demandante no acreditó la condición de profesional. En relación con las cesantías, otorgó de conformidad con lo establecido en la Convención Colectiva por el lapso corrido entre el 08 de noviembre de 1996 y el 31 de octubre de 2007.
VI. FUNDAMENTO DE LA APELACIÓN


Inconformes con la decisión adoptada, los apoderados de las partes presentaron recursos de apelación, mismo que sólo fue sustentado por el de la entidad demandada en el que manifestó no estar de acuerdo con la condena al pago de cesantías en cuantía de $ 12.327.566.01, toda vez que esa condena obedece al tiempo transcurrido entre el 08 de noviembre de 1996 y hasta el 31 de octubre de 2007, cuando debió aplicarse la prescripción trienal, desde cuando ellas se hicieron exigibles, que no es otra fecha que el 14 de febrero del año siguiente a la anualidad en que se prestó el servicio.
V. CONSIDERACIONES

1. Presupuestos Procesales:

Sirve la revisión del informativo para determinar que los requisitos esenciales para su formación y desarrollo normal, se encuentran reunidos a cabalidad, circunstancia que permite ser decidido con sentencia de mérito. Por otra parte, tampoco se evidencian causales de nulidad que  invaliden lo actuado.
2. Problema jurídico por resolver:

El asunto bajo estudio plantea a la Sala el siguiente problema jurídico:

a. ¿A partir de cuando se hace exigible el auxilio de cesantías y conforme a ello, desde cuándo se empieza a contar el término de prescripción?

En la sustentación de la apelación, el apoderado de la entidad demandada rebate únicamente lo relacionado con la cuantía de la condena impuesta por concepto de cesantías, toda vez que pese ha haberse declarado parcialmente probada la excepción de prescripción propuesta por la entidad que representa, las mismas fueron liquidadas desde el año 1996 sin aplicarle la referida prescripción.

En el caso de marras se trata de una trabajadora oficial, por lo que la disposición aplicable en relación con el auxilio de cesantía, es la Ley 344 de 1996, publicada el 31 de diciembre de 1996, que señala: 

“ARTÍCULO 13. Sin perjuicio de los derechos convencionales, y lo estipulado en la Ley 91 de 1989, a partir de la publicación de la presente Ley, las personas que se vinculen a los Órganos y Entidades del Estado tendrán el siguiente régimen de cesantías:

a) El 31 de diciembre de cada año se hará la liquidación definitiva de cesantías por la anualidad o por la fracción correspondiente, sin perjuicio de la que deba efectuarse en fecha diferente por la terminación de la relación laboral;
b) Les serán aplicables las demás normas legales vigentes sobre cesantías, correspondientes al órgano o entidad al cual se vinculen que no sean contrarias a lo dispuesto en el literal a) del presente artículo.

<Inciso 3o. INEXEQUIBLE>

PARÁGRAFO. El régimen de cesantías contenido en el presente artículo no se aplica al personal uniformado de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional.” (Subrayas fuera del original)

Del contenido de la norma transcrita se desprende que la liquidación y cancelación del auxilio de cesantía se debe realizar al momento de la terminación de la relación laboral – no obstante, con anterioridad a ese momento se haya realizado la respectiva liquidación anual-, lo que implica que es a partir de esa fecha en que se debe empezar a computar el término prescriptivo de los tres años, establecido en el artículo 151 del Código Procesal del Trabajo y la Seguridad Social, que reza: “Las acciones que emanen de las leyes sociales prescribirán en tres años, que se contaran desde que la respectiva obligación se haya hecho exigible (…)”.

Corolario de lo anterior, si la relación laboral finiquitó el 31 de octubre de 2007, a la fecha de presentación de la demanda- 07 de julio de 2008 (fl. 179)-, no había transcurrido el término trienal de prescripción (art. 151 del C.P.L.), por lo que no le asiste la razón al apelante al afirmar que este derecho prestacional debía estar cobijado por la excepción de prescripción declarada por la a- quo.

Por lo anteriormente expuesto, y sin entrar en mayores análisis, la Sala procederá a confirmar la sentencia objeto de censura.


En consideración a lo expuesto, la Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira,  

R E S U E L V E:

PRIMERO.- CONFIRMAR la sentencia proferida el 27 de febrero de 2009 por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Pereira, dentro del proceso Ordinario promovido por MARÍA ESMIR RIASCO AGUDELO contra el INSTITUTO DE LOS SEGUROS SOCIALES, por las razones expuestas en esta providencia. 

SEGUNDO.- Sin costas en esta instancia. 

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE, CÚMPLASE y DEVUÉLVASE el expediente al Juzgado de origen.


NOTIFICACIÓN EN ESTRADOS: La suscrita Secretaria deja expresa constancia de que la anterior providencia se notificó en estrados a las partes, tal como lo ordena la ley.


No siendo otro el objeto de la presente diligencia, se termina y firma por las personas que en la misma intervinieron.

Los Magistrados,

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

HERNÁN MEJÍA URIBE 
  
     FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

LINA MARÍA ARBELÁEZ GIRALDO

Secretaria
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